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'Sala Primera. Recurso de amparo numero 731/1985. Sentencia
número 89/1986, de 1 de julio. 8.6

Sala Primera. Recurso de amparo número 525/1985. Sentencia
nllmero 90/1986, de 2 de julio. B.9

Saja Primera. Recurso de amparo numero 897/19&5. Sentencia
número 9111986, de 2~de julio. 8.12

Sala Segunda. Recurso de 3J.nparo número 941/1985. Sentencia
número 9211986, de 4 de julio. 8.14

.Sala Segunda. Recurso de amparo número 478/1985. Sentencia
número 9~/1986, de 7 de julio. C.2

Pleno. Cuestión de inconstitucionalidad numero 845/1983. Sen.
tencia número 94/1986, de 8 de julio. C.5

a) El 8 de abril d<;: 1980, los hoy demandantes otorgaron ante
Notario escritura de protocolización de los Estatutos del Partido
Comunista de Aragón (PCA), presentando el siguiente día 9 esta
escritura en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del
Interior, en el que quedó registrada con el núm. 1.763.

b) El 30 de abril del mismo año y a los efectos previstos en el
ano 91 de la Le)' de Procedimiento Administrativo, se concedió por
la AdministraCIón un plazo de quince días al Secretario General del
Partido Comunista de España para fonnular alegaciones en orden
a la definitiva inscripción del Panido Comunista de Aragón y a la
vista de lo dispuesto en el art 3.2.b) de la Ley 21/1976. de 14 de
junio (d...: acuerdo con el cual, la denominacIón del partido «no
podrá coincidir o inducir a confusión con la de otras asociaciones
ya constituidas»). Por escrito de 9 de mayo, los hoy recurrentes
manifestaron su protesta ante el aplazamiento así dispuesto por la
Administración de la inscripción instada. El 13 de mayo;- fonnuló
alegaciones el Panido Comunista de España, oponiéndose a la'
inscripción. El 21 de mayo expusieron las suyas, sosteniendo su
derecho, los promotores del Panido Comunista de Aragón. .

c) Con fecha 23 de junio, se comunicó a los demandantes, por
la Administración, la existencia en la documentación presentada de
unos «defectos fonnales» de necesaria subsanación, confonne a lo
previsto en los an; 71 y 99 de la Ley de Procedimiento Administra~

tivo. En esta comunicación no se había hecho referencia alguna a
la cuestión suscitada respecto de la denominación del partid0.
A9,uellos defectos fueron subsanados por los interesados el 9 de
juho.

d) Con fecha 11 de octubre de 1980, notificada el día 20, se
emitió resolución por la Dirección General de Política Interior en
la que se hacía saber a los promotores del Partido Comunista de
Aragón la «imposibilidad de practicar, con dicha denominación, la
inscripción' qU&: se solicita,. en razón a que ello engendraría
confusi<?n en los elec~ores, 'por exi~tir. ya en l~ re~ón un Part~do
ComunIsta de Aragon, CIfcunscnpClOn temtonal der PanIdo
Comunista de España, el cual, en el momento procedimental
oportuno (trámite de audiencia), se opuso a la inscripción del
partido que ustedes tratan de constituir. todo ello con fundamento
en lo dispuesto en la letra b) del núm. 2 del arto 3 de la Ley 21/1976,
de 14 de junio. de asociaciones políticas.

e) Recurrida en alzada esta resolución, el recurso fue desesti­
mado por acto de 17 de febrero de 1981, de la Subsecretaría del
Ministerio del Interior.
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Sentencias.-Sala Primera. Recurso numero 639/1985. Sentencia
numero 85/1986, de 25 de junio. A.l

Sala Primera. Recurso de amparo número 655/1985. Sentencia
numero 86/1986. de 25 de junio. A;5

Sala Segunda. Recurso de amparo numero 837/1985. Sentencia
nu¡nero 87/1986, de 21 de junio. A. 7

Pleno. Recursos de inconstitucionalidad números 352/1983 y
367/1.983, acumulados. Sentencia numero 8811986, de 1 de
julio. ' A.JO

Año CCCXXVI

TRlBL'NAL CONSTlTuaONAL

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

. En el re~urso de amparo núm.. 639 de 1985, pr~movido por don
Miguel Galindo García, don Arturo Paniza Galinda doña Alejan­
dra Cante Cazcarro y don Juan Pereira Alance. representados por
el Procurador de los Tribunales don Gonzalo Reyes Marlin Palacín
y bajo la dirección del Abogado don José Martínez González del
Cam{'o, contra la Sentencia de la Sala Cuarta de lo Contencioso­
AdmInistrativo del Tribunal Supremo, en recurso sobre denegación
de inscripción en el Registro de Asociaciones Políticas del Partido
Comunista de Aragón y contra el acuerdo del Ministerio del
Interio~ de 16 de febrero de 1981, que desestimó el recurso de
alzada tnterpuesto contra la resolución de la Jefatura del Regisiro
de'Partidos Politicos de la Dirección General de Polieia Interior de
17 de octubre de 1980; .

En el recurso han comparecido el Letrado del Estado la
repr¡;sentación del Partido Comunista de España y el Ministerio
Fiscal, y ha sido Ponente el Magistrado don Miguel Rodriguez~
Piñero y Brav~Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Prim~ro:-Mediante escrito registrado en el. Tribunal con fecha
-de 6 de Julio, don GonzaIo--Reyes Martín Palacin, Procurador de
los Tribunales de Madrid, interpuso recurso de amparo en nombre
de sus poderdantes, don Miguel Galindo García don Arturo Paniza
Galinda, doña Alejandra Cante Cazcarro y' don Juan Pereira
Atance, contra la Resolución de 17 de octubre de 1980 de la
Dirección General de Politica Interior del Ministerio del I~terior.

Segundo.-La demanda de amparo se basa en los hechos
siguientes:

19758 Sala Primer", Recurso número 639;1985. Sentencia
mú:nero 85/1986, de 25 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta\ por
.don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don LuisDíez~Picazo y PODee de León, don
Antonio Truyol Sena, don Eugenio Díaz Eimíl y dOD Miguel
Rodriguez-Pi,ñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado,
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f) Interpuesto por ¡os hoy demandantes recurso contencioso-­
administrativo, el. mismo fue resuelto y estimado por la Sección
Primera de la Sala de 10 Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Nacional en Sentencia de 17 de diciembre de 1982.
. , g) Contra la 8!1terior Sentenc~a se interpuso re~urso de apela­

Clan con la Abogacla del Estado, dictándose Sentenclá el 9 de mayo
de 1985, por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, en la que,
revocando la dictada por la Audiencia Nacional, se declaró la
conformidad a derecho del acto administratiyo impugnado.

, Tercero.-La fundamentación en derecho que exponen los recu­
rrentes puede sintetizarse así:

a) La Resolución de la Dirección General de Política Interior
impugnada habría conculcado el arto 22 de la Constitución. en sus
apartados 1.0 y 3.°, violando así el derecho de asociación de los
recurrentes. La inscripción en el Registro de Partidos Políticos se
exige «a los solos efectos de publicidad», y nunca como requisito
determinante de la adquisición de personalidad jurídica por la
asociación en cuestión. Al disponer el arto 2.2 de la Ley 54/1978
de ~ ~e dicie~bre, que «dentro de los veinte días ~i~ientes ai
depoSIto aludldo en el apartado precedente, el MInisterio del
Interior procederá a inscribir el Partido en el Registro», ha de
entenderse que la inscripción presenta un «nítido alcanCe precep­
tivO)), ya que, transcurridos veinte días desde la presentación de los
Estatutos en el Registro, hade considerarse adquirida la personali­
dad jurídica por el partido cuya inscripción se instó (art. 2.1 de la
Ley 54/1978, cit.). S610 dentro de tal plazo podrla la Administra·
ción o bien, iustar la acción a Que se refiere el art. 3 de la misma
Ley o bien, poner los reparos que procedan a la inscripción y
resolver sobre la misma.- En el presente caso, depositados los
Estatutos el 9 de ~bril de 1980 y requerido para alegaciones el
Part.Jdo Comunista de España el 30 del mismo mes, es obvio que
cuando las alegaciones de éste se formularon -el día 13 de mayo­
l}abja ya transcurrido con exceso el plazo de veinte días dispuesto
por el arto 2.2 de la Ley 54/1978, Y con mayor motivo se dio tal
extemporaneidad, cuando, con fecha de 23 de junio, el Registro
comunicó a los interesados la existencia de unos defectos formales
entre los que no se hizo mención del problema de la identificació~
del partido. Por todo ello, la resolución final denegatoria de la
inscripción, dictada tras el transcurso de todos los plazos legales, no
se ajustó a derecho, infringiendo por lo mismo el derecho de
asociación de los actores.

b} La misma resolución combatida conculcó también el dere­
cho a la igualdad de los recurrentes porque la causa invocada para
dene~r la inscripción no- fue tenida en ~ cuenta en supuestos
antenores por la Administración, ya que en el Registro de Partidos
Políticos figuran inscritos, además del Partido Comunista de
España, los siguientes, con denominaciones próximas a la de éste:

l. Partido Comunista de Euzkadi.
2. Partido Comunista de España (M·L).
3. Partido Comunista de España (Congreso VIII y IX).
4. Partido Comunista Obrero Español.
5. Movimiento Comunista, y
6. Organización Comunista de España.

Por·lo demás, no consta en el Registro de Partidos ninguno con
la denominación del promovido por -los recurrentes.

Se· ~olicita en el suplico la declaración de nulidad de la
resolUCIón recurrida, de la posterior desestimatoria de la alzada
contra ella interpuesta, así como de la Sentencia de la Sala Cuarta
del Tribunal ~up~m? de 9 de m.ayo de 1985, y, en consecuencia,
se ordene la lDscnpc1Ón del Parudo Comunista de Aragón.

CuartQ.-La Sección, en su reunión de 18 de septiembre de 1985
acordó admitir a trámite la demanda de amparo, tener por parte
actora a los recurrentes y dirigir comunicaCIón al Ministerio del
Interior, al Tribunal Supremo y a la Audiencia Nacional, solici­
ta~do la r~misión de ,las act~aciones o copia adverada de las
mismas, asJ,·como el emplazamiento de cuantos. hubieran sido parte
o intervenido en el- procedimiento respectivo. ' _

Por escrito presentado en 9 de octubre de 1985 y a través del
Procurador don Jesús Alfara Matos comparece el Partido Comu­
n!sta de España solicitando tenerse'por personado y parte y a la
Vista de las actuaciones. Por Providencia de 16 de octubre la
Sección tiene por comparecido al Partido Comunista de Espafia.

Por escrito de 18 de.octubre de 1985, el Abogado del Estado se
persona en las actuaCiones, acordando la Sección tenerlo -por
comparecido en Providencia de 30 de octubre.

Por Providencia de 4 de diCiembre de 1985 la Sección acordó
acusar recibo al Tribunal Supremo, Audiencia Nacional y Ministe~
rio del Interior 'de la remisión de las actuaciones, concediendo un
plazo común de veinte días a los solicitantes de amparo, al Letrado
del Estado, al Partido Comunista de España)' al Ministerio Fiscal
para la fonnulación de alegaciones. -
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Quinto.-Dentro del plazo otorgado al efecto, la representación
del Partido Comunista de España fonnuló escrito de alegaciones en
el que -se defiende la inadmisibilidad del recurso por haber
transcurrido el plazo previsto para recurrir en amparo al acto
objeto del recurso de amparo y porque tal actO se encuentra
protegido por la cosa juzgada al haber culminado el debate con la
Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo. Por otro lado
tal Sentencia es una resolución peñectamente fundada en derecho
y debidamente razonada. Se destaca la definición que en dicha
Sentencia se hace de la, función calificadora del registrador de
partidos políticos, afirmando que interpretar las -cautelas a su
actuación de forma extensiva Fovocaría la desnaturalización del
pluralismo político, al ser poSible la inscripción de innumerables
partidos políticos que fraudulentamente utilizasen las denomina.
ciones o siglas de otros preexistentes con el consiguiente daño
concurrencial ilícito para éstos y para la formación y manifestación
de la voluntad popular.

Sexto.-El Letrado del Estado en su escrito de alegaciones, parte
de la idea de que la disciplina jurídica del derecho cuyo amparo se
pretende en el recurso. no es la reconocida en términos generales
por el art. 22 de la Constitución Espaftola, sino la prescrita por su
arto 6, citando la doctrina de este Tribunal sobre la posibilidad de
Que existan nonnas- específicas para los partidos ,políticos y el que
éstos si gozan de determinados privilepos «han de tener como
lógica contrapartida determinadas "limitaciones" no' aplicables a
las asociaciones en general».

La cuestión es si la Administración disfruta o no de competen­
cias propias para denegar 'la inscripción solicitada de un partido
políuco y el alcance del arto 2.2 de la Ley 54/1978, de 4 de
diciembre, que dispone que (el Ministerio def Interior procederá a
inscribir». Tal precepto compele a la Administración a inscribir,
pero teniendo en cuenta las normas legales que precisan· el
contenido positivo mínimo de los Estatutos presentados a inscrip­
ción, examinando por ello la legalidad de la documentación
presentada, poder implícito que ha de reconocérsele a la Adminis:
tración desde el momento en que se le encomienda -un servicio y
no se le sustrae la competencia calificadora,: a diferencia de como
~ucede en lo referente a la licitud o ilicitud penal.

La constitución de los partidos políticos está sometida a una
nOfl:llaiiva especial que. co.mporta unas limitaciones que no se
aclvlen~n J?ara las asoc~aclOnes en. general, en' relación con la
deno~~ón de los nusmos,. tratando de evitar la similitud de
denommaclOnes y la confusión consiguiente. La· inscripción de la
~eno~~~ción (no de la ~ació.n~, solicitada por la recurrente,
tmposlblhtaría una actuaCIón admlmstrativa tributaria al principio
de legalidad, por lo que la decisión administrativa que ha rehusado
la práctica de la inscripción solicitada es ajustada a derecho, y el
amparo debe ser. denegado. - . .

Séptimo.-EI Ministerio Fiscal, tras puntualizar CJue el recurso de
amparo se dirige contra actos de la Administración, examina la
normativa vigente en materia· de registro de partidos políticos y
requisitos de su denominación, para tuego proceder a establecer
una distinción entre dos momentos diferenciados, el de la presenta­
ción inicial de la escritura notarial de creación de 9 de abril, y el
de la presentación el 3 de julio, de nueva acta notarial de
rectificación -de .los Estatutos en el sentido que le había sido
señalado por la Dirección General en su comunicación. . __

En relación con el primer momento, la discusión se ha centrado
sol;>re si puede interrumpirse o no el plazo de veinte días, previsto
en la Ley en su arto 2.2 (para la Audiencia Nacional no y para el
Tribunal Supremo "5í). Se;ún el Ministerio Fiscal, tal discusión
carece de relevancia constttucional por ser un problema de mera

'legalidad. En este primer episodio no ha existido la alegada
violación del derecho a asociarse; tan sólo se le privó a los
recurrentes de un derecho de insáipción de mero valor declarativo,
pero en virtud de una declaración judicial rectamente motivada.

En relación con el segundo momento, el de la presentación tie
una nueva aeta notarial de rectificación de los defectos que se
habían puesto de relieve por la Administración, la situación es
distinta al abrirse un expediente para oír a terceros afectados en
relación a un tema, el de la denominación, del que inicialmente no
se había dicho nada. Para el Ministerio Fiscal, al efectuarse la
subsanación y tener entrada en el Repstro los nuevos Estatutos, la
interrupción acordada por el RegIStro desaparece y el plazo
comienza a contar y, transcurridos 10l; veinte días hábiles, el
partido .quedaría inscrito con plena personalidad jurídica con todos
los efectos, de acuerdo a la doctrina de este Tricunal. En el presente
caso no sólo el tiempo dejado pasar excedió con creces esos veinte
días, sino que no se señaló defecto alguno tampoco desde la
presentación de la nueva acta constitutiva del pat1ido. Ello supone
el desconocimiento del derecho de asociación del arto 22 de la
Constitución Española, al que se han puesto trabas irrazonables, no
previstas por la Ley, vulnerando el derecho de asociación que debe
ser restablecido mediante el otorgamiento de amparo, lo cual no
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Impedirla, en su caso, que pueda oponerse, por la vía judicial, el
Partido Comunista de Espafia, afectado. .

La pretendida infracción del principio de igualdad, aunque
resultana innecesario su examen, no se habría producido, dado que
el Tribunal Supremo ha venido manteniendo la misma doctrina en
diversos casos anteriores que se citan, de forma -que ni en la
negativa a inscribir por parte del Registro, ni en su confirmación
jurisdiccional, hay un quebranto con la línea precedente seguida
que pueda suponer una desigualdad en la aplicación de la Ley.

Octavo.-En su reunión de 28 de enero de 1986,1a Sección
acordó declarar caducado el trámite de alegaciones de la parte
demandante, que DO presentó escrito al respecto y otorgar al
Ministerio Fiscal y a las demás panes un plazo común de tres días'
para que alegasen respecto a la petición del recibimiento a prueba
formulada en la demanda de amparo. Dentro de dicho plazo. el
Ministerio Fiscal y el Letntdo del Estado expresaron en sus escritos
la opinión contraria a tal recibimiento a prueba, y la Sección, por
Auto· de S de marzo de 1986. decidió desestimar la petición de
recibimiento a prueba.

Noveno.-Habiendo solicitado por otrosí en la demanda la
suspensión del acto administrativo "1 de la Sentencia del Tribunal
Supremo, la Sección,.por_providenCla de 18 de-septiembre, acordó
formar pieza separada de suspensiónoto~ plazo al Ministerio
Fiscal y a los solicitantes de amparo, por Providencia de 16 de
octubre, al Partido Comunista de España, y por Providencia de 30
de octubre, al Letrado del Estado para formular alegaciones en
relación con la suapensión solicitada. Los recurrentes se ratificaron
en' las razones- aducidas en el otrosí de la demanda, oJ?C?niéndose
por su parte a la suspensión la representación del PartIdo Comu­
nista de España, el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal. Por
Auto de 20 de noviembre de 1985, la Sala desestimó la suspensión
cau!.ela~ de la_ ejec!1ció~ de l:& resolución recurrida.

lJéclmo.-Por Providencia de 23 de abril, la Sala acordó
incorporar a las actuaciones los escritos de alegaciones de la
respresentación del Partido Comunista de España, del Letrado del
Estado y del Ministerio Fiscal. designar Ponente al Magistr1ldo
señor Rodríguez-Piñero f Bravo-Ferrer y señalar p8ra deliberación
y votación el dia 25 de Junio.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Antes de entrar en él análisis del asunto ha de
examinarse la presunta causa de inadmisibilidad alegada por la
representación del Partido Comunista de España, de extemporanei­
dad en la presentación del recurso. Sin embargo, tal alegación
carece en abso.luto de fundamento en cuanto que el plazo previsto
en la Ley Orgánica de este Tribunal en su art. 43.1 de veinte días,
debe contarse desde el momento de la notificación de la resolución
recaída en el previo proceso judicial y, .teniendo en cuenta dicho
cómputo, la demanda de amparo fue ronnulada dentro de plazo.

, Además, resulta necesario, con carácter previo, identificar el
acto supuestamente causante·de la violación constitucional que en
el amparo se demanda. El acto recurrido en el presente recurso 10
constituyen las resoluciones del Ministerio del Insterior que denga­
ron la inscripción en el Registro de Partidaa Políticos del presen­
tado a: inscripción por los recurrentes corno Partido Comunista de
Aragón. Aunque en el encabezamiento de la demanda se aluda a las
Sentencias dictadas por la Sección Primera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 17 de
diciembre de 1982, y de la dictada en apelación de ésta por la Sala
Cuarta del Tribunal Supremo y se aluda también al arto 44 de la Ley
Orgánica del Tribl1nal Constitucional; en realidad, tales resolucio­
nes judiciales no son sino la culminación -en el marco del arto 53.2
de la Constitución Española-, de la vía judicial requerida por el
artículo 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. La
Resolución ministerial de 17 de octubre de 1980, primero, y la de
16 de" febrero de 1981 (en resolución de alzada interpuesta contra
la primera),. después, constituyen el acto recurrido ahora en
amparo, de forma que la nulidad que se pide de la Sentencia del
Tribuanl Supremo lo seria por simple vía de consecuencia de la del
acuerdo del Registro, sobre el que ha de centrarse la atención de
este Tribunal. La cuestión que -se debate consiste en comprobar si
los actos de la Administración han violado los derechos fundamen·
tales alegados por los recurrentes.

Uoa segunda p'recisión que debe realizarse es la relativa al
examen constituCIonal de la actuación administrativa en este
supuesto. A lo la!Jo del procedimiento administrativo y del
posterior debate judicial se ha planteado la cuestión de la similitud
de la denominaCIón elegida por los, promotores del Partido Comu4
nis~a. de A~gón,. hoy recurreI,1te~ en amparo, con la de otro partido
polItIco ya mscnto con antenondad. Este tema de fondo no podría
ser examinado en su posible alcan.::e constitucional sino en el caso
de que la propia actuación administrativa hubiera sido formal-

3

mente correcta y, sólo en este ultimo caso, Podri~ entrarse en el
análisis de este tema de fondo. Procede antes comprobar -desde la
perspectiva constitucional de la tutela del derecho de asociación y,
en concreto, de asociación polírica-, la corrección o incorrección de
la actividad administrativa de registio y de los actos denegatorios
de la inscripción. En consecuencia, se trata de examinar aquí y
ahora la conducta administrativa desarrollada dentro del proce(fi~
miP.nto de inscripción del partido politico solicitado por los hoy
recurrentes, en función de las competencias que la Administración
ostenta al res~cto y de la forma y tiempo en que esa.competencia
ha sido ejercida.

Segundo.-Para el análisis del tema resulta necesario atender al
alcance y sentido ckl reconocimiento constitucional de los partidos
politicas r de la función que cumple al respecto el 3rt. 6 de la
Constitución Española. La colocación sistemática de este precepto
expresa la importancia Que se- reconoce a los partidos políticos
dentro del sistema constitucional, y la protección que de su
existencia y de sus funciones se hace, no sólo desde la dimensión
indiVidual del derecho a constituirlos ya participar activamente en
ellos, sino también en función de la existencia del sistema de
partidos como" base esencial para la actuación del pluralismo
politico. Sin embargo, para la protección· efectiva de la libertad de
partidos políticos, el constituyente ha contado también con la
protección global de la libertad y del derecho general de asociación
reconocido en el propio an. 22, y susceptible, por su colocación
sistemática, de protección a través del recurso de amparo. Como
este Tribunal ha tenido ya ocasión de afinnar, los partidos políticos
se incluyen ba~o la protección de este arto 22, cuyo contenio
conforma también el nucleo básico del régimen constitucional de
los partidos políticos.

Es cierto que en el art. 6 de la Constitución Española se han
establecido unas condiciones específicas para los partidos políticos
en relación al respeto al ardeD. constitucional y a su estructuración
interna de carácter democrático, pero tales exigencias se añaden y
no sustituyen a las del art. 22, por situarse en un nivel diferente y,
en Cualquier caso, 'no repercuten propiamente en el área del derecho
a constituirlos sino que, como ha venido señalando la doctrina
científica, están en función de los cometidos que los partidos están
llamados a desempeñar institucionalmente. La creación de los
partidos políticos no está pues sometida constitucionalmente a
límites más estrictos que los de las demás asociaciones; antes bien,
en la Constitución eXIste un cierto reforzamiento de garantías de
los partidos, respecto a demás asociaciones,; en cuanto que el
artículo 6 señala y garantiza el ámbito de funciones institucionales
que a aquéllos corresponden. De la lectura conjunta del arto 6 de fa
Constitución Española en conexión con el arto 22 de la misma,
resulta una protección reforzada de la libertad de partidos políticos
Que debe entenderse afecta no sólo a la actividad de los mismos,
sino a su propia creación.

" La Constitución, en su deseo de asegurar el máximo de liberta~
e independencia de los partidos, los somete al régimen privado de
las asociaciones, que pennite y asegura el menor grado de control
y de intervención estatal sobre los mismos. La disciplina constitu·
cional en esta materia, tomada en su sustancia, se ha articulado
sobre el reconocimiento de un derecho subjetivo público de los
ciudadanos a constituir, bajo la forma jurídica de asociaciones,
partidos políticos; con ello se reconoce y legitima la· existencia de
los partidos y se garantiza su existencia y su subsistencia. El
partIdo, en su creación, en su organización y en su funcionamiento,
se deja a la voluntad de los asociados fuera de cualquier control
administrativo, sin perjuicio de la exigencia constitucional del
cumplimiento de detenninadas pautas en su estructura, actuación
y fines.

En función de todo lo anterior, la adquisición de la calificación
jurídica de partido, pata respetar el precepto constitucional de
libertad de fundación de partidos, no puede subordinarse a otros
requisitos formales que a los ya previstos y con el alcance qUL
estableee el propio arto 22. Del mismo se deduce con toda claridad
la función de mera publicidad del Registro de Asociaciones, y que
tal Registro no puede controlar materialmente y decidir sobre la
<degalizaciól1» o «reconocimiento» de las asociaciones y, en particu­
lar. de los partidos políticos. Del contexto del propio precepto se
deriva, además, que los instrumentos para garantizar que los
partidos se ajusten a la idea Que de estos tiene la Constitución en
cuanto a su sujeción al orden constitucional, su respeto de la
legalidad, su estructura democrática y los demás requisitos genera­
les que se exigen a todas las asociaciones, han de centrarse
fundamentalmente en el momento de la actuación de éstos y por
medio de un control judicial. Se trata además y, en todo caso, de
límites marginales que parten de, y presuponen una amplísima
libertad de constitución y de actuación de los partidos políticos.

Tercero.-La regulación vigente en ,materia de registro de parti­
dos políticos y, en concreto, la Ley de Partidos Políticos de 4 de
diciembre de 1978, debe ser examinada e interpretada a la luz de
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estos principios constitucionales. Pese a que su aprobación fue casi
simultánea a la de la Constitución, no debe desconocerse Que esta
Leyes una Ley anteriara la aprobación de la Constitución, y

"además, que es una Ley más tributaria de su inmediato antecedente
legislativo (Real Decreto-ley 12/1977. de 8 de febrero), que de la
regulación constitucional al respecto.

~ Como es sabido, esta Ley ha mantenido el sistema de previa
inscripción preceptiva de los partidos políticos que había estable~
cido dos años antes la Ley de Asociaciones Políticas de 1976, la
cual, a su vez, como se deduce del preámbulo, refleja las ambigüe.
dades y las restricciones propias del momento de transición
democrática en que se gestó. El objetivo implícito de la Ley de 1976
fue el de ase~urar la «legalización» de ciertas «asociaciones políti­
caS», permiuéndoles. pasar de la ilégalidad a, la legalidad, pero
también trató de evitar, aun sin conseguirlo, la no «legalización» de
determinados partidos de un cieno signo. A tales fines se estableció
un régimen de control preventivo que aseguraba a la Administra·
ción un margen de discrecionalidad muy amplio, control adminis­
trativo que el Decreto-Ley de 8 de febrero de 1977 intentó
transformar en judicial, aunque el Tribunal Supremo le negó
validez al respecto. En el contexto de aquellos años, esta disciplina
y este sistema de control de lQs partidos podía ser explicable, pues
se trataba de <degalizaT» lo hasta ~ntonces ilegal, pero la función de
ese control cambia en el momento en que el sistema de partidos se
consolida y las reticencias hacia cienas formaciones políticas
desaparecen' táctica y luego constitucionalmente. -

La Ley 54/1978, de 4. de diciembre, mantiene la inscripción
obligatoria, pero sustituye el control puramente administrativo de
la Ley de 1976, por un control en el que se mezclan elementos
administrativos y judiciales"aunque con claro predominio de estos
últimos. Según el ano 2 de la Ley ,54/1978, de 4 de diciembre, los
partidos políticos que libremente creen los españoles en el ejercicio
de su derecho fundamental de asociación adquirirán personalidad
juridica el' vigésimo primer día siguiente a aquel en que los
dirigentes o promotores depo_sitasen en el Registro los documentos
constitutivos que en el mismo artículo se establecen, a no ser que
dentro del plazo de veinte días el Ministerio del Jnterior procediese
a inscribir el panido en el Registro, en cuyo momento se adquirirla
la personalidad jurídica.

Al afirmarse que el derecho de asociación se «reconoce» Y' no se
concede, se cierra el paso 8 la discrecionalidpd administrativa en el
ejercicio del derecho de asociación política, y por ello, en el
momento de la constitución del partido político. Es a la luz de estos
principios constitucionales como ha de examinarse e interpretarse
este peculiar sistema de registro de partidos políticos que establece
la Ley de Partidos Políticos de 4 de diciembre de 1978, y CQIIlO
deben resolverse las dificultades que, tanto la jurisprudencia como
la doctrina, han encon.trado para integrar el régimen l~gal de previa .
inscripción con los principios constitucionales.

J Estas dificultades que sólo pueden salvarse reduciendo el papel
del repstro y eliminando todo tipo de controlo autorización previa
en la Intervención administrativa en este procedimiento. Como ha
dicho la doctrina, la operación de registro es el presupuesto para el
eventual control del panido, pero no la ocasión para el mismo. Es
decir, el sistema de previa inscripción en un Registro público que
impone la Ley 54/1978, sQlo.es constitucionalmente admisible con
el alcance de un control formal externo y de naturaleza estricta­
mente reglada por pane de la autoridad administrativa. Ello ya ha
sido sostenido por este Tribunal en su Sentencia 3/1981, de 2 de.
febrero, en la· que se ha afmnado que «el Registro de Partidos
Políticos, es por tanto un Registro cuyo encargado no tiene más
funciones que las de verificación reglada, es decir, le compete
exclusivamente comprobar si los documentos que se le presentan
corresponden a materia objeto del Registro y si reúnen los
requisitos forrilales necesarios». La verificación -se añadía-, «ha de
hacerse al presentarse la documentación, que es cuando se inicia el,
expediente. _Si se encontrasen defectos formales, éstos deben
comunicarse a los solicitantes señalando en fonna concreta cuáles
son y en qué plazo han de subsanarse, sin'que pueda la AdministJ'a-.
ción señalar tales defectos pasado el plazo de veinte días, en que ha.
de proceder a la inscripción, plazo ,que es preclusivo, pues, a su
expiración, el partido adquiere la personalidad jurídica ex tegeo

De esta doctrina constitucional se deriva claramente que,
presentados los Estatutos del partido para su registro, no le cumple
a la Administración sino tres opciones:

. 1. Proceder a la inscripción dentro del plazo de veinte días.
2. Dar traslado al Ministerio Fiscal, dentro de este plazo,

cuando se apreciase en los Estatutos «indicios racionales de ilicitud
penal».

3, Dentro de este plazo de veinte días, señalar motivadamente
los defectos formales en que puedan haber incunido los Estatutos
para su subsanación.
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A diferencia del segundo caso, en este último la, Ley no dispone
la suspensión del plazo, la asociación adquiere plena personalidad
jurídica transcurrido el plazo legal, sin que de ello se pueda deducir
sin embargo que Quedan subsanados los defectos formales o
sustanciales estatu~rios, sino que la verificación de éstos y sus
posibles consecuencias de inefIcacia ha de realizarse en sede
distinta del control administrativo, es decir, en sede judicial.

Cuarto.-En,el supuesto objeto del presente recurso, el compor­
tamiento .de la Administración no sólo no ha respetado su papel
~ita~o. constitucionalmente" si~o que incluso ·ha ignorado las
diSposlclo~e~ legales precon~mtuclonales. De un pane, los intere.sa­
dos no recIbIeron dentro del plazo legal de veinte días, comunica­
'ción administrativa alguna relativa a defectos en la documentación
presentada. De otro lado, se concede, sin base legal clara, un plazo
de alegacion~s al Panido Comunista de España, invocado como
causa determinante de la paralización de la inscripción una norma
de la Ley 21/1976, que s6lo puede int....... la Ley de 19'78, a efectos
de determmar el contenido mínimo estatutario, Esta conducta de
la AdminiStración supone entender que de la vigencia del ano 3.2.b)
de la Ley 21/1976, se seguía la existencia de un control preventivo
en fase de inscripción registral Que suspendía, hasta su resolución
el plazo preclusivo dispuesto en la Ley 54/1978, entendimiento QU~
no sólo es legalmente incorrecto, sino incompatible con la Consti­
tución. De concederse audiencia a terceros afectados habría de ser
respetando los plazos perentorios dispuestos en la Ley, y su no
acatamiento significa una lesión del derecho de asociación.

De la actuación de la Administración y de las propias alegacio·
nes d<JI Letrado del Estado se deduce la creencia de que, ante el
silencio de la Ley, debería reconocerse un -«poder implícito» de
control, no sólo formal, sobre )05 Estatutos de los partidos políticos,
que incluiría también el de su denominación y la coincidencia o
similitud de ésta con la de otro partido ya existente. Sin embargo,
ni tal control resulta de la Ley, ni sería compatible' con la
Constitución un tipo de· verificación' que dejara un amplio margen
de decisión a la Administración, como el que existiría en Jos casos
de similitud o inducción a la confusión de la denominación elegida
por Jos promotores de un partido respecto a la de otro ya inscrito,
aunque una- cuestión diferente sería la de la plena identidad o
coincidencia de las denominaciones. Una de las consecuencias del

.pluralismo político es la posibilidad de que una misma corriente
ideológica pueda tener· diversas expresiones partid::lrias que, conse­
cuentemente, lleven' a denominaciones que pueden parcialmente
coincidir, siempre, claro es, que no lleven a la confusión,-·especial­
mente de los electores. En el caso de los partidos políticos, lo Que
se pn;>tege es fundamentalmente a los terceros y'frente a la posible
confUSIón, de ahí que no sea aceptable la idea de una explotación
en exclusiva de una ideología o de una detenninada dirección
política, lo Que, -en sí mismo, sería contrario al pluralismo.

La tutela de los posibles derechos de terceros, incluida la de los
partidos de denominación: similar, debe corresponder al orden
Jurisdiccional y no a la competencia administrtiva, pues' tal
competencia, al operar a partir de un concepto jurídico indetermi­
nado, podría tomarse en un verdadero control previo, en peljuicio
de _la libertad de constituir partidos políticos, y forzaría a los
promotores de un partido el seguir un largo procedimiento admi·
nistrativo y luego judiéial para poder-ejercer su derecho constitu­
cionalmente reconocido.

En consecuencia, en esta "fase de registro, la AdministraCión'
carece de los amplios 'poderes de verificación que ha pretendido
ejercer en el presente supuesto Y. en función de ello, del poder de
denegar la inscripción solicitada. Tiene razón ~ Audiencia Nacio­
nal cuando ,afirma que, transcurridos los veinte días de la presenta­
ción de los Estatutos en el Registro, debe entenderse no sólo
adquirida la personalidad, .sino obligada, la inscripción con el
nombre propuesto y relegados ,a su ulterior discusión o impugna·
ción en la VÍa procedente los eventuales intereses o derechos de
terceros respecto del nombre.

Ciertamente, un derecho de toda asociación y muy en panicular
del panido político, es., el derecho al nombre que le permite cumplir
una ,finalidad tan esencial como la propia identificación del grupo,
Si un partido político ya inscrito se siente usurpado de ese derecho
por otro partIdo posteriormente inscrito que intente utihzar un
nombre similar que 'se preste a confusión, tiene vías jurisdicciona­
les abiertas para la defensa de ese derecho. En consecuencia, existen
instrumentos judiciales adecuados que penniten asegurar el respeto
a la legalidad, tambiéh en el tema específico de la denominación del
partido político y la tutela de los legítimos derechos de los terceros,
X. tales vías judiciales no están impedidas por el hecho del registro,

.1. ambién en función de ello, la concesión del recurso de amparo a
los promotores del Partido Comunista de Aragón debe ser enten­
dida sin peIjuicio de que los terceros interesados puedan plantear
en sede judicial l~ cuestión de ladenominación impugnada,
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FALL O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.,E CONFIERE LA CONSTlTU.
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Primero.-Otorgar el amparo solicitado por don Miguel Galíndo
Garda, don Arturo Paniza Galinda. doña Alejandra Cante Cazca-
rro y don Juan Pereíra Alance. .

Segundo.-Anular la Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de
diciembre de 1982. _Y la resolución del -Registro de Panidos
Políticos de-- 17 de octubre de 1980, denegando la inscripción del

Sai(J. Primera. Recurso de· amparo número 655/1985.
Sentencia número 86/1986. de~ de junio...

La Sala Priméra del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco .Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente,. don Luis Díez·Picazo y Ponce de León, don
Anto-'.1io T~rol· Serra, don Eugenio píaz Eimil y don Miguel
RodnguezMPinero y Bravo-FeITer, MagIstrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 655/1985, promovido por don
Luis Carbayo Olivares, representado por el Procurador don Rafael
Ortiz de Solórzano y Arbex, bajo la dirección del Abogado don
Rainiundo Canals Fortuñy,.respecto del Auto de la Sala de 10 Civil
de la Audiencia Territorial de Baleares, que revoca el dictado por
el Juzgado número 3 de Palma de Mallorca, que había modificado
las medidas económicas concedidas en Sentencia de divorcio; en
cuyo recurso han comparecido doña Maria Isabel Salazar Velasco
Henningssen, reflresentada por el Procurador don Eduardo Morales
Price, y el Mimsterio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don
Eugenio Díaz Eimil, quien expresa el parecer d_e la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-EI día 3 de noviembre de 1981. en procedimiento de
divorcio promovido por mutuo acuerdo por los cónyuges don Luis
Carbayo Olivares-y doña Maria Isabel Salazar Velasco Hennings­
sen, el M3.gistrado-Juez del Juzgado de Primera Instancia número
3 de Palma de Mallorca dictó Sentencia,· que adquirió firmeza, en
la cual se declaró disuelto por razón de divorcIO el matrimonio
contraído par dichos cónyuges y se aprobó ínt~ente el conve­
nio celebrado entre ellos el 15 de mayo de 1979, en cuya cláúsuJa
sexta, entre otros extremos. el marido se obligó a satisfacer, en
concept~ de pensión alimenticia para su esposa y sus tres hijos
comunes. el SO por 100 de su sueldo real que figure en las nónimas.

Segundo.-ElI6 de febrero de 1984 dicho marido presentó en el
mismo Juzpdo demanda incidental de modificación de la pensión
por alteraCIón sustancial de sus circunstancias originarias. produ·
cida al' haber contraído nuevo matrimonio, tener una hija de él y
dedicarse su anterior esposa a un trabajo remunerado, siendo dicha
demanda estimada parcialmente por Auto de 31 de Julio de 1984,
en el sentido de que la cuantía de la pensión sería el 50 por 100 del
sueldo. neto del esposo sin incluir los complementos por desplaza.
mientas y conceptos similares. debiendo reducirse o extin~uIrse la
parte d~ pensión correspondiente a la esposa si ésta recIbiere u
obtuviere algún tipo de ingreso y 'dejarse de abonar la parte
correspondiente a los hijos durante los meses de estancia· con el
padre o cuando alcance' independencia económica.

Tercere.-Contra el anterior Auto se promovió por la ex esposa
demandada recurso de apelación ante la SaJa. de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Palma de Mallorca, la cual lo resolvió por
Auto de 11 de junio de 1985, estimando parcialmente el recurso y
declarando, en lo que aquí interesa, que la pensión alimenticia
señalada en la Sentencia de divorcio de 3 de noviembre de 1981 a
cargo del esposo es el 50 por 100 de la totalidad de cada nónima.

El considerando quinto de dicho Auto dice «que el aquieta.
miento del actor a la resolución recaida impide a esta Sala entrar
en el examen y ~olución de la posible modificación de las
medidas acordadas en la Sentencia de divorcio dictada, por razón
de haber contraído el apelado nuevo matrimonio y haber nacido en
él una hija -hechos acreditados en autos- (folios 72 y 73»>.

Cuarto.-EI 11 de julio de 1985 el Procurador don Rafael Oniz
de Solórzano y Arbex presentó, en nombre y representación de don

.

s

denominado Partido Comunista de Aragón, así como la Resolución
del Ministerio del Interior de16 de febrc;ro de 1981, coníinnatoria
de la anterior. . .

Tercero.-Reconocer el derecho de los recurrentes a la inscrip­
ción de los Estatutos del Panido Comunista de Aragón, con las
salvedades de los eventuales derechos de terceros que se indican.en
el fundamento jurídico cuarto.

Publíquese esta sentencia 4R- el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 25 de junio de 1986.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Llorente.~Luis DíezMPicazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodrí­
guez·Piñero y Bravo-Ferrer.-Rubricados,

Luis Carbayo 'Olivares, demanda de amparo contra el citado Auto
de la Sala de lo Civil de la· Audiencia Territorial de Palma de
Mallorca por violación de los anículos 24.1 y 14 de la Constitución.
suplic'ando que'se acuerde: A) La nulidaJ del mismo en cu;].nto se
ni<"ga a entrar en el examen y resolución de la posible modificación
de las medidas acordadas en la Sentencia de divorcio, por razón ce
haber contraido el apelado nuevo matrimonio y haber n:leido en él
una hija y B), laBUlidad en cuanto otorga una oensión aJimen~icia

a la ex exposa 5ICñora Salazar; ordena:i.do en su con'SecuenCla a
dicha Sala de la Civil dicte nuevo Auto, entrando a resolver en
definitiva sobre el extremo A) y a la vez que debe Quedar nula y
sin efecto la pensión alimenticia concedida a su ex exposa.

Los hechos que se alegan en la demanda son sustancialmente los
. siguientes:

La demanda incidental presentada al Juzgado tuvo por objeto
'la modificación del convenio regulador de las consecuencias
económicas de su divorcio, invocándose en ella como una de las
causas principales de alteración_de sus circunstancias el hecho de
su nuevo matrimonio y nacimiento de, una hija. El Auto del
Juzgado recoge dicha causa y en su consecuencia accede a lo
solicitado modificando el convenio en cuanto a la cuantía y formas
de la pensión, siendo lógico que no hubiese interpuesto contra él
recurso de apelación, ·dado que le era sustancialmente favc;>rable y
de ahí que resulta incomprensible la negativa de la AudIencia a
resolver sobre dicha modificación, acogida favorablemente por el
Auto apelado. .

Dicha n~ativa vulnera el articulo 24.1 de la Constitución.
Independientemente de ello se ha también vulnerado el artículo

14 de la Constitución en cuantO la Audiencia fija una pensión
alimenticia que su ex esposa no tiene derecho a percibir porque al
di:iOlverse el matrimonio no existe vínculo de parentesco con el
demandante y mal puede, en su consecuencia, reclamar alimentos
a quienes dejaron de ser parientes y ello según lo dispuesto .por el
artículo 143 del Código Civil. Al obligarle a ,pagar la pensión se
produce una discriminación y desigualdad ante la Ley del deman·
dante frente a la que fue su esposa, ya que el 'citado artículo
establece la obligación recíproca de alimentos entre cónyuges y a él
le impone el deber sin que jamás pueda ejercer el derecho de
solicitar a su ex esposa alimentos por no existir el requisito
indispensable de parentesco.

En los fundamentos de derecho la demanda se limita a
transcribir los articulas 14 y 24.1 de la. Constitúci6n y citar las
Sentencias de este Tribunal de 29 de. marzo de 1982 y 30 de julio,
30 de octubre, 7 de noviembre y 14 de diciembre de 1983 así como
en el articulo 41 y siguientes de la L.O.T.e '

Quinto.-Admitido a trámite el recurso, recibidas l;~ actuacio­
nes judiciales reclamadas y comparecido y tenido por parte en el
proceso al Procurador don Eduardo Morales Frice en nombre y
representación de doña María Isabel Salazar Velasco HenQingssen,
las partes y el Ministerio Fiscal presentaron sus respectivas
alegaCiones.

Sexto.-El demandante don Luis Carbayo Olivares se limitó a
formular alegaciones que son reproducción de las contenidas en la

. demanda. sin añadir nada sustancialmente nuevo.
Séptimo.-La otra parte personada presentó escrito suplicando la

desestimación del recurso en base a los siguientes motivos, sucintaM
mente expuestos: Lo que reconoce el artículo 24.1 de la Constitu·
ción es el derecho a obtener una resolución de las cuestiones
planteadas a los Jueces y Tribunales, pero lo que no se puede
pretender es que se realice un pronunciamiento que no ha sido
solicitado, como aCUITe en el caso presente al no haber el
demandante de amparo interpuesto recurso de apelación contra el
Auto de primera instancia y la invocación del articulo 14 ~e la
misma Constitución pretende convertir al Tribunal ConstitucIOnal
en un Tribunal de instancia, discutiendo sobre el derecho a percibir


